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Crónica de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
sobre igualdad de género (año 2014)

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional dictada
en aplicación del principio de igualdad de trato y
oportunidades entre hombres y mujeres durante el
año 2014 presenta únicamente dos resoluciones real-
mente reseñables. La primera de ellas trata un tema ya
resuelto anteriormente por el alto tribunal, aunque
con un enfoque distinto y, por qué no decirlo, alta-
mente criticable.

Se trata de la sentencia del Tribunal Constitucional
156/2014, de 25 de septiembre, que se ocupa de nue-
vo del tema de los trabajadores a tiempo parcial en el
sistema de Seguridad Social español. Como se sabe,
con relación a dicha clase de trabajadores, el Tribunal
Constitucional en su sentencia 61/2013, de 14 de
marzo, declaró la inconstitucionalidad del inciso inicial
de la letra a) de la regla segunda del apartado 1 de la
disposición adicional séptima de la Ley General de la
Seguridad Social, por posible vulneración del art. 14 de
la CE, ya que conforme a la misma “para acreditar los
períodos de cotización necesarios para causar derecho
a las prestaciones de jubilación, incapacidad permanen-
te, muerte y supervivencia, incapacidad temporal, ma-
ternidad y paternidad, se computarán exclusivamente
las cotizaciones efectuadas en función de las horas tra-
bajadas, tanto ordinarias como complementarias, cal-
culando su equivalencia en días teóricos de cotización”.

Para el Tribunal Constitucional, en efecto, el cálculo
de los períodos de cotización de los trabajadores a
tiempo parcial en atención exclusiva a las horas traba-
jadas carecía de justificación razonable, produciendo
resultados desproporcionados en el acceso a las pres-
taciones de Seguridad Social. No sólo eso, la norma
evidenciaba sin lugar a dudas la presencia de discrimi-
nación indirecta, o lo que es igual, un tratamiento for-
malmente neutro o no discriminatorio del que se de-
riva, por las diversas condiciones fácticas que se dan
entre trabajadores de uno y otro sexo, un impacto ad-

verso sobre los miembros de un determinado género,
en el caso de la disposición adicional séptima de la Ley
General de la Seguridad Social es posible apreciar; y
es que, aunque la disposición cuestionada constituía
una norma neutra, aplicable con independencia del
sexo de los trabajadores, lo cierto es que los datos es-
tadísticos permitían constatar que el contrato a tiem-
po parcial es una institución que afecta predominan-
temente al sexo femenino, con el consiguiente mayor
impacto que la aplicación de la norma cuestionada
puede tener sobre las trabajadoras, sin que haya que-
dado acreditado que la medida responda a una deter-
minada política social que actúe como justificación su-
ficiente, habiendo quedado constatado por contra que
la medida produce un efecto adverso y carece de jus-
tificación al no fundarse en una exigencia objetiva e
indispensable para la consecución de un objetivo legí-
timo, o no resultar idónea para el logro de tal objeti-
vo; en otras palabras, la norma daba lugar a discrimi-
nación indirecta al no estar justificada objetivamente
ni ser proporcionada al objetivo perseguido.

Pues bien, la sentencia 156/2014, del Tribunal Cons-
titucional se vio de nuevo en la necesidad de resolver
sobre una cuestión de inconstitucionalidad relaciona-
da con dicho tema. En concreto, se trató de una cues-
tión promovida por la Sala Cuarta de lo Social del Tri-
bunal Supremo, en esta ocasión con relación al
apartado b) de la regla 3ª del número 1 de la dispo-
sición adicional séptima del Texto refundido de la Ley
General de la Seguridad Social, que utiliza, como ba-
se reguladora de referencia para integrar las lagunas
de cotización para el cálculo de las pensiones de inca-
pacidad permanente y jubilación de los trabajadores a
tiempo parcial, la de los períodos inmediatamente an-
teriores a la misma. Lógicamente, al tratarse de dis-
tintos supuestos, existían diferencias entre las resolu-
ciones comentadas.

RESUMEN
Este estudio aborda el análisis de las sentencias dictadas en aplicación del principio de igualdad de trato y oportunidades entre
mujeres y hombres por el Tribunal Constitucional el año 2014. El estudio se centra en el estudio de las dos sentencias más
relevantes en este terreno que ha producido el Tribunal Constitucional en el año 2014.
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ABSTRACT
This study tackle the analysis of judgments dictated in application of the principle of equal treatment and opportunities between
women and men by the Constitutional Court of Justice of Spain during the year 2014. The article will centre in the study of the
most notable sentences in this terrain that has produced the Constitutional Court during the year 2014.
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La primera de ellas es que, aunque en ambas se trata-
ba del cálculo de la base reguladora de las pensiones
de incapacidad permanente por contingencias comu-
nes y jubilación de los trabajadores a tiempo parcial,
en la de 2014 lo que se discutía era la letra b) de la re-
gla 3ª del número 1 de la disposición adicional 7ª de
la Ley General de la Seguridad Social, referida a la in-
tegración de laguna en orden al cálculo de la base re-
guladora de la pensión de que se trate, mientras que
en la sentencia de 2013 se trataba del cálculo que se
realiza sobre las bases por las que se haya efectiva-
mente cotizado durante el período de cómputo. Se
trata de una regla de estricta proporcionalidad que
conduce a bases reducidas en función de las horas tra-
bajadas. No hay aquí integración de lagunas en fun-
ción de que esas bases reales sean inferiores a las que
hubieran correspondido de haber cotizado a tiempo
completo. En ello se constata, sin embargo, una pri-
mera anomalía, pues si el trabajador en lugar de pres-
tar servicios a tiempo parcial hubiera permanecido in-
activo, se hubiera aplicado la integración de lagunas
con las bases mínimas a tiempo completo, con lo que
el empleo a tiempo parcial se desincentiva desde el
momento en que a efectos de las pensiones de la Se-
guridad Social la inactividad tiene un tratamiento más
favorable que la actividad a tiempo parcial.

En los períodos de inactividad que siguen a un pe -
ríodo de cotización a tiempo parcial la norma aplica-
ble establece la integración de lagunas. Pero las bases
mínimas en este caso son las aplicables en cada mo-
mento que correspondan al número de horas contra-
tadas en último término, es decir, conforme al con-
trato a tiempo parcial vigente en el momento del
cese; bases mínimas que son obviamente inferiores a
las generales, porque sobre éstas opera la reducción
que deriva del menor tiempo de trabajo. La reduc-
ción se proyecta así hacia el futuro sobre toda la la-
guna a partir de la presunción de que el trabajador
hubiera continuado trabajando con la misma reduc-

ción de jornada que tenía en el momento de iniciarse
el período de inactividad al que corresponde la lagu-
na de cotización.

La segunda de las diferencias es quizá la que mayor
trascendencia tiene a nuestros efectos, ya que en esta
ocasión el solicitante era del sexo masculino. Pese a
ello, el Tribunal Supremo entendía que la norma cues-
tionada, aunque en apariencia neutra desde la pers-
pectiva de sexo, podría en su aplicación práctica situar
a las mujeres en una posición de desventaja a la hora
de la determinación del importe de sus pensiones, al
ser el contrato a tiempo parcial una institución que
afecta de hecho predominantemente al sexo femenino,
por lo que podría ser contraria al principio de no dis-
criminación por razón de sexo, al no apreciarse que la
norma cuestionada responda a la existencia de una cir-
cunstancia objetiva y razonable que la justifique.

Sin embargo, el Tribunal Constitucional, de manera
sorprendente, determinó que la alegada discriminación
indirecta basada en el sexo o género resultaba absolu-
tamente irrelevante para la decisión del litigio, pues el
demandante es varón, de modo que la prohibición de
discriminar por razón de sexo imputada al precepto
cuestionado está en desconexión absoluta con el liti-
gio a quo e impulsa así un control abstracto de consti-
tucionalidad reñido con la naturaleza propia de la
cuestión. Y es que, para el tribunal el análisis que haya
de hacerse sobre el fondo de la presente cuestión no
podrá tomarse en consideración la referencia que hace
la sentencia impugnada al trabajo de las mujeres, pues
tal concreto extremo carece de incidencia en el caso, al
tratarse del trabajo a tiempo parcial de un varón. En
consecuencia, concluye, debe entenderse no superado
el juicio de relevancia, o lo que es lo mismo, la justifi-
cación de que la decisión del proceso depende de su
validez, dado que la cuestión de inconstitucionalidad
no puede resultar desvirtuada por un uso no acomo-
dado a su naturaleza y finalidad propias, lo que suce-
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dería si se permitiera que se utilizase para obtener pro-
nunciamientos innecesarios o indiferentes para la deci-
sión del proceso en que la cuestión se suscita.

En suma, para el Tribunal Constitucional, la decisión
del proceso no depende de que la norma cuestionada
sea o no discriminatoria por razón de sexo ya que el de-
mandante es un varón (sic). Si el trabajo a tiempo par-
cial es, como constatan las estadísticas y como señala el
Auto de planteamiento de la cuestión de inconstitucio-
nalidad, una realidad que afecta mayoritariamente a las
mujeres, una norma como la cuestionada podría, en su
caso, tener un mayor impacto negativo en las mujeres,
en cuanto son éstas las que acceden más al empleo a
tiempo parcial, pero no en los hombres, por lo que en-
trar a valorar en la presente cuestión de inconstitucio-
nalidad si la norma cuestionada es discriminatoria por
razón de sexo supondría un control abstracto de la mis-
ma y una desconexión con el litigio a quo.

La segunda y última de las sentencias referidas resul-
ta ser la número 66/2014, de 5 de mayo. En ella se
resolvió un recurso de amparo contra la Sentencia de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid de 28 de marzo de
2012, que denegó la solicitud de reconocimiento de
derechos económicos y administrativos a funcionaria
embarazada. En concreto, se trataba de una trabaja-
dora que superó el proceso selectivo para el ingreso
en el Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa,
siendo nombrada funcionaria en prácticas, con la obli-
gación de realizar un curso teórico-práctico; sin em-
bargo, la trabajadora solicitó el aplazamiento de su in-
corporación al referido curso para poder realizarlo con
los aprobados de la siguiente convocatoria al darse la
circunstancia de que la actora tenía el parto progra-
mado para esas fechas, lo que fue estimado por la Ad-
ministración, aceptando su incorporación al próximo
curso selectivo que se convocase de la misma clase,
conservando las puntuaciones obtenidas en el con-
curso-oposición correspondiente a la convocatoria en
la que participó la solicitante.

Así, a iniciativa de la trabajadora se acordó la incor-
poración de la actora al curso inmediatamente si-
guiente, aun correspondiendo el mismo a un turno de
promoción interna. No conforme con ello, solicitó ser
convocada a la mayor brevedad a un curso relativo a
la convocatoria de acceso. Sin embargo, la trabajado-
ra finalmente tuvo que superar unos meses después el
correspondiente curso teórico-práctico con los aspi-
rantes del proceso selectivo de promoción interna pa-
ra ser nombrada funcionaria. Precisamente por ello,
solicitó el reconocimiento con carácter retroactivo de
todos los derechos económicos, de antigüedad y de
cualquier otra índole desde la fecha en que tomaron
posesión los aspirantes seleccionados en el mismo pro-
ceso selectivo en el que ella tomó parte.

Así las cosas, lo que se discutió en el pleito fue si la ac-
tuación de la Administración vulneró el derecho fun-
damental de la recurrente a la igualdad sin discrimi-
nación por razón de género, por el hecho de haber
tomado posesión de su plaza un año y medio después
de los aprobados de la misma promoción. Y ello de-
bido a que el parto de su hija estaba programado pa-
ra el mismo día en que comenzaba el curso teórico-
práctico, a pesar de que la Administración tenía
autorizado un curso ad hoc y de que solicitó su con-
vocatoria o que se la eximiera de su realización al lle-
var tiempo realizando esas funciones en el puesto de
gestora procesal interina, negándose la Administración
a cualquiera de las dos opciones ofrecidas por ella, en
contra de lo que se venía haciendo en situaciones
idénticas de embarazo y parto durante el proceso se-
lectivo en otras partes del territorio nacional.

Lógicamente, el Tribunal Constitucional concedió el
amparo solicitado en demanda. La prohibición de dis-
criminación por razón de sexo, según el alto Tribunal,
se cualifica por el resultado peyorativo para la mujer que
la sufre, que ve limitados sus derechos o sus legítimas
expectativas por la concurrencia de un factor cuya vir-
tualidad justificativa ha sido expresamente descartada
por la Constitución, dado su carácter atentatorio a la
dignidad del ser humano. En consecuencia, la prohibi-
ción constitucional específica de los actos discriminato-
rios por razón de sexo determina que se habrá produci-
do la lesión directa del art. 14 CE cuando se acredite
que el factor prohibido representó el fundamento de
una minusvaloración o de un perjuicio laboral, no te-
niendo valor legitimador en esos casos la concurrencia
de otros motivos que hubieran podido justificar la me-
dida al margen del resultado discriminatorio.

Conviene también recordar que tal tipo de discrimina-
ción no comprende sólo aquellos tratamientos peyora-
tivos que encuentren su fundamento en la pura y sim-
ple constatación del sexo de la persona perjudicada.
También engloba estos mismos tratamientos cuando se
funden en la concurrencia de condiciones o circuns-
tancias que tengan con el sexo de la persona una rela-
ción de conexión directa e inequívoca, que es justo lo
que sucede con el embarazo, elemento o factor dife-
rencial que, en tanto que hecho biológico incontrover-
tible, incide de forma exclusiva sobre las mujeres. Así
que, la protección de la condición biológica y de la sa-
lud de la mujer trabajadora ha de ser compatible con la
conservación de sus derechos profesionales, de suerte
que la minusvaloración o el perjuicio causado por el
embarazo o la sucesiva maternidad constituyen un su-
puesto de discriminación directa por razón de sexo.

Por ello, el Tribunal afirma que para ponderar las exi-
gencias que el art. 14 CE despliega en orden a hacer
efectiva la igualdad de la mujer en el mercado de tra-
bajo, es preciso atender a circunstancias tales como la
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peculiar incidencia que respecto de la situación labo-
ral de aquélla tiene el hecho de la maternidad y la lac-
tancia, en cuanto se trata de compensar las desventa-
jas reales que para la conservación de su empleo
soporta la mujer a diferencia del hombre y que inclu-
so se comprueba por datos revelados por la estadísti-
ca, tal como el número de mujeres que se ven obli -
gadas a dejar el trabajo por esta circunstancia a
diferencia de los varones, y a que existe una innegable
y mayor dificultad para la mujer con hijos de corta
edad para incorporarse al trabajo o permanecer en él,
dificultad que tiene orígenes muy diversos, pero que
coloca a esta categoría social en una situación de he-
cho claramente desventajosa respecto a los hombres
en la misma situación.

En desarrollo de esa doctrina constitucional se aprobó
la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la
igualdad efectiva de mujeres y hombres, cuyo art. 3
define el principio de igualdad de trato entre mujeres
y hombres como “la ausencia de toda discriminación,
directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmen-
te, las derivadas de la maternidad, la asunción de obli-
gaciones familiares y el estado civil”. Por su parte, el
art. 8 define la discriminación por embarazo o mater-
nidad declarando que “constituye discriminación di-
recta por razón de sexo todo trato desfavorable a las
mujeres relacionado con el embarazo o la materni-
dad”. Y, en fin, el art. 51 establece los criterios de ac-
tuación de las Administraciones Públicas a este respec-
to, y dispone que “[las Administraciones públicas, en
el ámbito de sus respectivas competencias y en aplica-
ción del principio de igualdad entre mujeres y hom-
bres, deberán: a) Remover los obstáculos que impli-
quen la pervivencia de cualquier tipo de discriminación
con el fin de ofrecer condiciones de igualdad efectiva
entre mujeres y hombres en el acceso al empleo públi-
co y en el desarrollo de la carrera profesional; b) Faci-
litar la conciliación de la vida personal, familiar y labo-
ral, sin menoscabo de la promoción profesional; c)
[…]; d) […]; e) […]; f) Establecer medidas efectivas
para eliminar cualquier discriminación retributiva, di-
recta o indirecta, por razón de sexo; g) […]”.

Pues bien, sobre esta base, el Tribunal Constitucional
sostiene que la maternidad de la demandante de am-
paro fue el fundamento del perjuicio laboral causado,
concretado en el no reconocimiento de sus derechos
económicos y administrativos con carácter retroacti-
vo, desde la fecha en que sus compañeros de promo-
ción tomaron posesión de sus plazas, sin que pueda
tener valor legitimador de la respuesta administrativa
y judicial la falta de previsión normativa de los su-
puestos de aplazamiento del curso de prácticas por
causa de parto y/o maternidad en la normativa apli-
cable. La demandante de amparo solicitó en reitera-
das ocasiones la celebración de un curso ad hoc u otras
medidas alternativas que le permitiesen no realizar el

curso dado que llevaba más de tres años como fun-
cionaria interina, desempeñando las labores de gestor
procesal. Sin embargo, la Administración consintió fi-
nalmente en que realizase el curso en una convocato-
ria de promoción interna, sin tener en cuenta que en
estos supuestos el contenido esencial de la cláusula de
no discriminación del derecho fundamental reconoci-
do en el art. 14 CE exigía al órgano administrativo
adoptar medidas o fórmulas más flexibles que impi-
diesen que la maternidad fuese un obstáculo para el
acceso al empleo público, a la promoción y a la for-
mación profesional de las mujeres. Conviene advertir,
en este sentido, que corresponde inicialmente a la Ad-
ministración ofrecer medidas alternativas razonables a
la situación específica de la trabajadora derivada de la
maternidad, que neutralicen una posible vulneración
del principio de no discriminación del art. 14 CE.

En suma, la decisión de desestimación de la solicitud
de reconocimiento de derechos de la demandante vul-
neró el art. 14 CE al no haber tenido en cuenta que
la condición biológica y la salud de la mujer trabaja-
dora ha de ser compatible con la conservación de los
derechos profesionales, sin que la maternidad pueda
producir ninguna desventaja. La minusvaloración o,
como en este caso, el perjuicio causado por la mater-
nidad, terminó materializado en el no reconocimien-
to de los derechos económicos y administrativos de la
demandante de amparo con carácter retroactivo para
equiparlos a aquellos obtenidos por sus compañeros
de promoción, constituyendo un supuesto de discri-
minación por razón de sexo.
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